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Exp. 515/2018-2 


TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SEGUNDA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 515/2018-2
ACTOR: **** ****** ***** *****
AUTORIDAD DEMANDADA:

COMISIÓN EJECUTIVA ESTATAL DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADO:

MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, a cinco de diciembre de dos mil dieciocho.

V I S T O,  para resolver en definitiva el Juicio Contencioso Administrativo número 515/2018-2 promovido por el C. **** ****** ***** *****, en contra de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí, por la emisión de la resolución dictada el tres de mayo de dos mil dieciocho en el expediente ***********.
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el cinco de junio de dos mil dieciocho, el C. **** ****** ***** *****, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí, por la emisión de la resolución dictada el tres de mayo de dos mil dieciocho en el expediente ***********.
II.- Por auto de once de junio de dos mil dieciocho, se admitió a trámite la demanda del C. **** ****** ***** *****,  en contra de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí, ordenándose correr el traslado correspondiente, para que contestara lo que a su derecho conviniera, ofreciera y exhibiera las pruebas que estimara convenientes.

III.- Por auto de diecisiete de julio de dos mil dieciocho, se tuvo por contestada la demanda por parte de la autoridad demandada quien la formuló ad-cautelam, y por admitidas las pruebas de las partes.
Por último, se señalaron las once horas del treinta de agosto de dos mil dieciocho, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
IV.- Por auto de diecisiete de agosto de dos mil dieciocho, se tuvieron por formuladas las manifestaciones vertidas por la parte actora, respecto de la contestación a la demanda de la autoridad demandada, para ser tomadas en cuenta al momento de dictar sentencia.
V.- En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, con la asistencia de la autorizada de la parte actora. En el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que fueron únicamente formulados por la parte actora. Finalmente, se citó para resolver.
C  O  N  S  I  D  E  R  A  N  D  O
PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver el presente juicio en términos de lo dispuesto en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracción XVIII, 9º fracción III, 24, y 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; segundo párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De conformidad con lo dispuesto en el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

La parte actora cuenta con interés jurídico para promover el presente juicio, en términos del primer párrafo del numeral 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el original del acto impugnado consistente en la resolución dictada el tres de mayo de dos mil dieciocho, por la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí.
Por su parte la autoridad demandada compareció por conducto del C. **** ****** *****, Titular de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí, quien acredita dicho carácter con el Decreto ***** de quince de septiembre de dos mil diecisiete, publicado en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí.
Las documentales de referencia cuentan con valor probatorio  pleno, de conformidad con lo establecido en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La litis planteada en el presente Juicio Contencioso Administrativo consiste en determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución de reparación integral de fecha tres de mayo de dos mil dieciocho, dictada por la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí, en el expediente ***********.

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de una cuestión de orden público que se tiene que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En tal sentido, la autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda, hizo valer como causal de sobreseimiento, la prevista en la fracción IV del artículo 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, indicando que el dictamen contenido en el expediente ***********, de fecha tres de mayo de dos mil dieciocho, fue dictado en sentido positivo, ya que se dio puntual cumplimiento a la recomendación ***********, emitida por la Comisión Estatal de Derechos Humanos, sobre el caso de violación al derecho humano a la legalidad y seguridad, por la inadecuada prestación del servicio público en materia de procuración de justicia.

A juicio del Titular de esta Sala Unitaria los argumentos en que se sustenta la causal de sobreseimiento resultan infundados, en virtud de que en el presente caso no se actualiza el supuesto previsto en la fracción IV del artículo 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, la cual establece:
“ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:

(…)

IV. Si la autoridad demandada deja sin efecto la resolución o acto impugnados, siempre y cuando se satisfaga la pretensión del demandante…”
De lo dispuesto en la fracción antes transcrita se desprende que procede el sobreseimiento del juicio si la autoridad demandada deja sin efecto la resolución o acto impugnados, siempre y cuando se satisfaga la pretensión del demandante,  situación que, como se anticipó, en el presente asunto no acontece, puesto que no se advierte de constancia alguna que la resolución de reparación integral de fecha tres de mayo de dos mil dieciocho, dictada por la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí, en el expediente ***************, hubiere sido dejada sin efectos y además se hubiere satisfecho la pretensión del demandante, de ahí lo infundado del argumento de sobreseimiento planteado por la demandada.

Por otro lado, del oficio de contestación de demanda se advierte que la autoridad demandada en el apartado de causal de improcedencia y sobreseimiento señala que se actualiza la improcedencia del juicio en virtud de que la resolución impugnada no afecta los intereses de la parte actora pues dicha resolución refleja la voluntad de la autoridad administrativa, a efecto de beneficiar la esfera jurídica del gobernado.
A juicio del suscrito Magistrado, el planteamiento de improcedencia señalado en el párrafo que antecede resulta inatendible, en razón de lo siguiente:

La fracción II, del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, establece:

“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:

(…)

II. Que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del actor;

Del precepto antes transcrito se desprende que es improcedente el juicio ante el Tribunal en contra de actos que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del actor.
Ahora bien, en el presente caso el demandante compareció a demandar la nulidad de la resolución impugnada señalando que no satisface su pretensión, pues la reparación ofrecida en la resolución no le parece justa, y que no se encuentra debidamente fundada y motivada, por lo cual, el atender en este momento dicha causal implica un análisis esencial de la cuestión planteada, análisis que debe ser objeto de pronunciamiento por parte de este Tribunal al decidir el fondo de la litis, de ahí que no proceda el sobreseimiento del juicio por estos motivos.
En virtud de lo antes expuesto, a criterio de esta Segunda Sala Unitaria del  Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, no resulta procedente sobreseer el presente juicio en los términos solicitados por la autoridad demandada en la causal de improcedencia que se analiza.
Por otra parte, y de conformidad con lo establecido en el último párrafo del artículo 228, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento sin que advirtiera que en la especie se actualizara causal de improcedencia o sobreseimiento alguna, por lo que resulta procedente entrar al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda se localizan de la foja 04 a la 07 del expediente en que se actúa, y que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia  TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.”
SEXTO.- Por cuestión de método, esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, procede al estudio conjunto de los tres conceptos de impugnación que hizo valer el demandante en el escrito de demanda, en atención a que se encuentran relacionados entre sí, en los cuales esencialmente plantea lo siguiente:

· En el primero arguye falta de estudio por parte de la autoridad demandada para determinar la gravedad y magnitud del daño sufrido a sus derechos y así realizar la reparación integral, efectiva y eficaz del menoscabo sufrido en su economía, bajo el argumento de que no es su carga presentar pruebas para acreditar su afectación y gravedad del daño ocasionado por la violación a sus derechos a no ser debidamente representado.

Que al resolver la solicitud la demandada de conformidad con los artículos 25, 26, 27, 61, 62, 65, 73, 74, 143 y 156 de la Ley de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí, le corresponde determinar y cuantificar el apoyo y reparación que no haya sido establecido a favor de la víctima, de acuerdo a un esquema en el que se determine la gravedad y magnitud de la violación de sus derechos y el daño sufrido para realizar la reparación integral, efectiva y eficaz; y se establezcan las medidas necesarias de restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y garantía de no repetición, en sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica.

Que al momento de resolver la autoridad no realizó el estudio directo de la afectación que por violación a sus derechos y una indebida defensa que sufrió; y del punto 19 de la resolución se observa que se realizó el análisis de la situación de su familia mediante informe social realizado anteriormente, del cual se encuentra inconforme que dicho informe no sea tomado en consideración al resolver y no pueda ser actualizado a fin de determinar la afectación del daño sufrido.
Que la demandada no estudió la afectación daño o menoscabo económico, que sufrió como consecuencia de la violación a sus derechos, por lo que ataca la resolución impugnada por no encontrarse conforme con la reparación ofrecida, al no parecerle justa la indemnización atribuida para reparar las consecuencias del hecho derivado de la falta de una debida defensa.

Que la demandada no entró al estudio para lograr la reparación integral y eficaz del menoscabo sufrido en su economía por culpa de la violación a su derecho, toda vez que una vez inscrito en el Registro Estatal de Víctimas se le debe otorgar todos los beneficios del fondo de ayuda, asistencia y reparación integral que establece esta la Ley de Víctimas.
Además esgrime omisión de los requisitos que debía estudiar y valorar la demandada ante la solicitud de acceso al Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral, la cual no fue valorada adecuadamente, ni se encuentra debidamente fundada y motivada la resolución recaída a la misma; 
· En el segundo aduce la falta de análisis de su pretensión en cuanto a la reparación integral por el daño sufrido por la violación a sus derechos humanos, inconformándose con la medida de compensación otorgada en la resolución impugnada en cuanto a la fundamentación y motivación del estudio socioeconómico en que se apoyó la referida determinación de acceso al fondo de los recursos de la Comisión demandada.

Que al resultar más amplía la regulación de la compensación en la Ley General de Víctimas, debió tomarse en consideración lo dispuesto en el artículo 63, a fin de resolver el acceso a la medida de compensación; y
·  En el Tercero reitera que existe clara violación por la falta de un adecuado estudio conforme a la Ley de Víctimas para el Estado de San Luis Potosí; así como que existe omisión de requisitos al estudiar y valorar los daños sufridos en la integridad física y moral, así como de su familia, ni se encuentra debidamente fundado y motivado el acto ahora impugnado.
Apoya la determinación de realizar tal forma de estudio de los conceptos de impugnación, la jurisprudencia de la Décima Época, con Registro: 2011406, de los Tribunales Colegiados de Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la Federación,  el viernes 08 de abril de 2016 a las 10:08 horas, con número 2o. J/5 (10a.), que establece: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO.- El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso..-SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA CUARTA REGIÓN.”
Aunado a lo anterior, a fin de analizar efectivamente la Litis planteada en el presente juicio se precisa que además, se atenderán en el presente considerando aquellas manifestaciones de inconformidad de la actora que pudieren considerarse argumentos de ilegalidad que no hubieren sido expresamente formulados en el apartado de conceptos de impugnación de la demanda.

En tales consideraciones, del apartado “resolución o acto que se impugna”, se advierte que el actor indica que no se contempla el detrimento de su economía derivado de la violación a sus derechos humanos, tal como lo refirió la recomendación *********** de la Comisión Estatal de Derechos Humanos; así como que no se contempló la afectación directa del daño o menoscabo económico que le ocasionó la violación a sus derechos; y que no se cumplió con la mencionada recomendación de la Comisión Estatal de Derechos Humanos, referente a la inscripción del registro de víctimas como un asunto diferente, ya que no fue inscrito como un asunto distinto a un expediente previo (sic).

Además de lo señalado en el apartado “pretensión que se deduce en juicio”, punto 1, segundo párrafo, en el que señala que la Comisión demandada no considera en su razonamiento que mediante la omisión del servidor público, se hizo violatorio su derecho a la legalidad y seguridad por inadecuada prestación del servicio público en materia de procuración de justicia y a una eventual reparación de daño de manera integral, considerando que el fondo del asunto se trató de un desistimiento (sic) logrado a través de la falsificación de documentos en su nombre.

Así como, lo señalado en el apartado denominado “hechos que constituyen antecedentes de la demanda” en sus puntos 12 y 13, en los que adujo que en la resolución impugnada no se dio resolución al desgaste económico de manera eficaz y efectiva, ya que al momento de resolver, la autoridad demandada no realizó el estudio directo de la afectación que por violación a sus derechos humanos y una debida defensa sufrió, como lo fue el realizar la venta de su local para la subsistencia. Y que no existe un estudio socioeconómico, nunca se elaboró, únicamente se basó en la existencia de un estudio socioeconómico anterior, no se justificó ni existió base para prejuzgar ni justificar el monto, ni se realizó el análisis de la venta de una parte del local comercial señalado por él, sin ser contemplados los documentos que señala al momento de emitir la resolución.
Por su parte la autoridad demandada en la contestación de demanda sostiene la legalidad y validez de la resolución impugnada señalando que se encuentra debidamente fundada y motivada.
Una vez analizados los motivos de disenso del actor y analizadas las pruebas aportadas en el presente juicio, esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, considera que dichos motivos de disenso resultan inoperantes, con base en las siguientes consideraciones:

Obra agregada en autos de la foja 08 a la 34, el original de la resolución emitida el tres de mayo de dos mil dieciocho, por la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí, en el expediente ***********, mediante la cual dicha comisión declaró procedente la solicitud de acceso al Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral y se otorgaron al hoy actor las medidas de reparación integral, misma que goza de valor probatorio pleno de conformidad con lo establecido en el artículo 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, misma que en su parte conducente se reproduce a continuación:

“…

“IMAGENES DIGITALIZADAS”
(…)

“IMAGENES DIGITALIZADAS”
(…)

[image: image1.emf]…”

Asimismo obra en autos copia de la solicitud firmada por el hoy actor denominada “anexo de solicitud de acceso a los recursos del fondo para la reparación integral por la comisión de delitos del fuero común y/o violación de derechos humanos que será analizado por el comité interdisciplinario evaluador al momento de emitir el proyecto de resolución respectivo”, en la que el actor solicitó en su parte conducente lo siguiente:
“…

“IMAGENES DIGITALIZADAS”
(…)

“IMAGENES DIGITALIZADAS”

…”
Asimismo, en virtud de que el origen de la resolución impugnada deriva de la recomendación número ***********, emitida por la Comisión Estatal de Derechos Humanos, esta Sala invoca como hecho notorio la misma, la cual se encuentra visible en la página oficial de la citada Comisión http://www.cedhslp.org.mx/portal/recviewer.php?doc=/2017/RECO%2013-17.pdf&yr=2017 y en la que en los puntos del apartado “RECOMENDACIONES” señala:

“…
PRIMERA. Con la finalidad de que a V1 le sea reparado de manera integral el daño ocasionado, realice la inscripción de V1 en el Registro Estatal de Víctimas previsto en la Ley de Víctimas para el Estado de San Luis Potosí, a efecto de que previo agote de los procedimientos V1 tenga acceso al Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral que establece la Ley Estatal de Víctimas, y proporcione la información que se le solicite. 

SEGUNDA: Gire las instrucciones al Visitador General de la Procuraduría General de Justicia del Estado, a fin de que en ejercicio de sus atribuciones inicie una investigación de los hechos y en su oportunidad turne el asunto ante el Órgano de Control Interno y colabore con éste para que se determine la responsabilidad administrativa en que pudieron incurrir AR1, AR2 y AR3 tomando en consideración lo asentado en la presente recomendación, y se remitan a esta Comisión Estatal las evidencias sobre su cumplimiento. 

TERCERA. Como Garantía de No Repetición se propone realizar cursos de capacitación dirigidos a Agentes del Ministerio Público, sobre las temáticas, derechos humanos de las víctimas del delito contenidos en el artículo 20 apartado C de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como de argumentación en la expresión de agravios. Se envíe a esta Comisión Estatal las constancias que acrediten su cumplimiento…”
Sustenta lo anterior, el criterio de la siguiente tesis cuyo rubro y contenido son los siguientes:
Época: Décima Época 

Registro: 2017009 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

Libro 54, Mayo de 2018, Tomo III 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: I.4o.A.110 A (10a.) 

Página: 2579 

“INFORMACIÓN CONTENIDA EN PÁGINAS DE INTERNET. SU VALOR PROBATORIO EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. De la interpretación de los artículos 88, 197, 210-A y 217 del Código Federal de Procedimientos Civiles, así como 46 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, se colige que los datos publicados en documentos o páginas situadas en redes informáticas constituyen, presumiblemente y, salvo prueba en contrario, un hecho notorio, por formar parte del conocimiento general, y un elemento de prueba, en tanto cumplan las exigencias de dichos preceptos, las cuales deben considerarse cuando haya objeciones respecto a aspectos puntuales y como referente para valorar su fuerza probatoria. Por tanto, la información contenida en una página de Internet puede tomarse como prueba plena, cuando haya sido ofrecida en el juicio contencioso administrativo federal, o bien, invocada como hecho notorio.”

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 200/2017. The Institute of Electrical and Electronics Engineers, Inc. 22 de febrero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Arturo Medel García. Secretario: Luis Alberto Martínez Pérez.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

De los elementos expuestos anteriormente, se advierte que en la resolución impugnada en el apartado “ANTECEDENTES” la autoridad demandada tuvo como antecedente para la emisión de la resolución impugnada la recomendación número ***********, y los hechos asentados en la misma, además, entre otras cosas, señaló que la Dirección del Registro Estatal de Víctimas procedió a la inscripción de los hechos de la víctima directa otorgándose el folio ****************, y que el hoy actor se presentó ante la Comisión Estatal de Derechos Humanos a solicitar su intervención, a efecto de que se hiciera llegar a la Comisión demandada el anexo de solicitud de acceso a los recursos del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral, en el cual planteó la restitución de un bien inmueble, una plaza o base laboral en el Gobierno del Estado para uno de sus hijos, asesoría jurídica, aplicación de sanciones, y reparación del daño moral, solicitud que se tuvo por admitida y se otorgó el número de expediente ***********.
Asimismo del punto 18., de la resolución impugnada se desprende que mediante memorándum número ***********, el Director del Registro Estatal de Víctimas informó que el hoy actor ya se encontraba inscrito en el citado Registro bajo el folio número **** ****** ***** *****,, por lo que ante la solicitud de colaboración del entonces Procurador General de Justicia, se procedió a incorporar –acumular- los hechos materia de la Recomendación ***********.
Del punto 19., de la resolución impugnada se advierte que la demandada refirió la existencia del memorándum **** ****** ***** *****,, mediante el cual la titular de la Dirección de Trabajo Social de la Unidad de Primer Contacto y Atención inmediata remitió el informe social realizado el 4 de octubre de 2018 (sic) al hoy actor, cuyos datos seguían vigentes y sin que fuere prudente realizar nuevamente dicho informe, siguiendo el criterio de no revictimización, del cual se determinaba la situación económica de la familia, los familiares que cohabitaban con la víctima, el estado de salud de la víctima, el servicio médico al que recurre y otros datos.

De igual manera en el punto 20., se indica la existencia del diverso memorándum de la Dirección de Psicología de la Unidad de Primer Contacto y Atención inmediata, por el que se remite a la demandada la entrevista practicada a la víctima por la psicóloga adscrita a la citada Dirección, sin que fuere viable realizar una nueva bajo el criterio de no revictimización, en el cual se advierten los datos de la impresión diagnostica correspondiente.

Asimismo de los puntos 22 y 23 de la citada resolución se advierte que la autoridad demandada realizó las diligencias necesarias para allegarse de elementos suficientes para determinar lo conducente respecto de la parte de la solicitud del hoy actor antes mencionada, en la que solicitó el otorgamiento de una plaza en el Gobierno del Estado para su hijo.

Aunado a lo anterior, en el apartado observaciones de la resolución impugnada, en el número 27., se desprende que la autoridad demandada señaló que de acuerdo a la recomendación ***********, la Comisión Ejecutiva procedió a registrar la nueva violación dentro del folio *************** ****** ***** *****, en el Registro Estatal con el carácter de víctima.

En el punto 30, de la misma señaló que la resolución emitida por el organismo garante de Derechos Humanos no contiene monto a pagar en cuanto al concepto de compensación económica y de las evidencias no se señalan constancias de gastos erogados por la víctima, por lo que conforme a los artículos 65 y 156 de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado, es un derecho de la víctimas el ser compensadas y que es facultad de la ahora demandada realizar la determinación y cuantificación del apoyo y reparación integral.

En el punto 33, se desprende que la autoridad demandada señaló que el carácter de la medida de reparación integral tenía como función la complementariedad, y que no podía tener el efecto de privarle a acceder a que se le repare la totalidad de los daños derivados de la violación de derechos humanos y que de acuerdo a lo señalado en el punto 33 de la misma resolución, atendiendo a las disposiciones de la ley y los criterios de jurisprudencia nacional e internacional sobre reparación integral que señaló, procedió a tomar en consideración la naturaleza del bien afectado, el hecho victimizante y su gravedad, para arribar a la justa indemnización, así como la compensación económica que resultare evaluable de acuerdo a la evidencia, a la que concedió el carácter compensatorio para reparar las consecuencias del hecho.
Así, en el apartado “plan de reparación integral” en los puntos 42 y 43 de la resolución señaló que, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 61 de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado y 34, fracción del Reglamento de dicha Ley, las víctimas tendrán derecho a la restitución en sus derechos conculcados, así como sus bienes y propiedades si hubieren sido despojados de ellos, y que de las evidencias del caso se advertía la dificultad jurídica de reparación del daño en cuanto a la restitución, ya que el hecho victimizante consistió en la violación al derecho a la legalidad y seguridad jurídica por inadecuada prestación del servicio público en materia de procuración de justicia, sin posibilidad de restitución, ya que el motivo de la violación quedó superado al resolverse en definitiva la temática central con la confirmación de la resolución que determinó el no ejercicio de la acción penal, sin que exista posibilidad de la existencia de un nuevo recurso o juicio que la modifique.

En el punto 44., de la misma, en relación con la solicitud de reparación del daño y la manifestación de la víctima de que tuvo la necesidad de vender un local, o bien inmueble, para solventar deudas derivadas de los hechos, no obstante que la restitución comprende la devolución de bienes y propiedades si hubiere sido despojada de estos, no aplica cuando el bien lo hubiese vendido para pagar deudas, de ahí la imposibilidad de conceder a la víctima lo que peticionó.
Asimismo en cuanto a la medida de restitución consistente en que se otorgara “una plaza o base laboral para uno de mis hijos en gobierno, esto en razón que me cesó de forma injustificada”, de las evidencias de que se allegó se advertía que no guardaba relación directa con los hechos de los que derivó la violación a sus derechos humanos por la que se estudiaba la reparación integral y en consecuencia determinó no procedente la restitución del bien inmueble ni del otorgamiento de una plaza laboral para uno de sus hijos, por encontrarse acreditado que son situaciones que no guardan relación con la violación de los derechos a la legalidad y seguridad jurídica por inadecuada prestación del servicio público en materia de procuración de justicia, lo que se desprende de los puntos 45 y 46 de la resolución impugnada.
Aspecto que sustentó en lo establecido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Rochac Hernández y Otros vs El Salvador, Fondo Reparaciones y Costas, por no haberse encontrado justificado que el daño causado repercutió en la esfera económica de la víctima y que ello fue el motivo para desprenderse del bien.

Además, en la misma se determinó como medida de rehabilitación, basándose en criterios de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, atención psicológica al hoy actor a cargo de la Comisión Estatal demandada y el otorgamiento de asesoría jurídica.
En cuanto a la cuantificación de la medida de compensación, la autoridad demandada basándose en diversos criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y en relación con la sanción pecuniaria establecida en el artículo 342, fracción VII, del Código Penal del Estado vigente, para el delito cometido por servidores públicos en la procuración e impartición de justicia, consistente en incurrir omisiones que produzcan un daño, la cual se tazó entre las 300 y 1000 veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, realizó una operación para llegar a la media aritmética y el resultado entre dicha cuantificación, la cual encontraba sustento en que la Comisión tiene como fin hacer evaluables las violaciones a derechos humanos para el otorgar la compensación correspondiente, determinando por tanto la compensación con cargo a los recursos del multicitado fondo, consistente en otorgar al hoy demandante la cantidad de $***********, (**** ****** ***** *****, 00/100 M.N.)., además en tal resolución se determinaron en sus restantes puntos las medidas de satisfacción y no repetición conducentes.
En tales consideraciones, toda vez que la autoridad demandada en la resolución impugnada analizó los elementos considerados evidencias y lo señalado en la solicitud del hoy actor, además de seguir lo establecido en la recomendación ***********, fundando y motivando la resolución impugnada con diversas disposiciones de la Ley de Atención a Víctimas y del Reglamento de dicha Ley, así como en las disposiciones legales en materia de derechos humanos que consideró aplicables y los criterios establecidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación y la Corte Interamericana de Derechos Humanos tal como se desprende de la reproducción de la resolución impugnada y de la descripción realizada por esta Segunda Sala Unitaria, resulta concluyente que los motivos de disenso planteados por el hoy demandante deben ser calificados de inoperantes, puesto que,  por un lado realiza manifestaciones que parten de premisas falsas como lo es que existieron omisiones o falta de estudio, cuando de la propia resolución se desprende lo contrario, aunado a que con ellos únicamente se limita a señalar su inconformidad con la determinación alcanzada por la autoridad demandada sin formular argumento alguno que desvirtúe de manera concreta los motivos y fundamentos expuestos por la misma para emitir la determinación impugnada.
Se dice lo anterior, pues como se ha advertido, lo manifestado por la parte actora no controvierte los fundamentos y motivos expuestos en la resolución impugnada, ya que los motivos de disenso no se dirigen a cuestionar los motivos reales y mucho menos los fundamentos en que se sustenta la referida resolución impugnada, en tanto que sólo realiza simples y genéricas manifestaciones al respecto, las cuales no pueden incidir en la legalidad de la resolución impugnada, máxime que el pronunciamiento de la autoridad no se controvierte de forma alguna señalando el por qué se considera que es incorrecto que debió aplicarse o interpretarse de manera distinta algún dispositivo legal-. 

Tan es así que, por lo que hace a lo señalado en el primer concepto de impugnación respecto de la manifestación del actor de falta de estudio para determinar la gravedad y magnitud del daño sufrido, de lo antes expuesto se puede advertir que existió el estudio correspondiente determinándose lo que resultaba conducente, asimismo en cuanto a lo relativo al informe social en la resolución se determinó procedente analizar el ya existente con el fin de no contravenir el principio de no revictimización, además de que en la misma nunca se estableció como carga del hoy actor probar o presentar prueba alguna, por el contrario, en cuanto a los motivos de duda la ahora demandada proveyó lo conducente para allegarse de los elementos necesarios para resolver la solicitud del actor; y en cuanto a lo señalado en el segundo concepto de impugnación por la supuesta falta de análisis a su pretensión en cuanto a la reparación integral por el daño sufrido sobre el estudio socioeconómico, la autoridad demandada sí indicó en los puntos de la resolución analizados supra líneas su motivación y fundamentación respectiva; y en cuanto a lo señalado en el  tercer concepto de impugnación, en la misma resolución existió el pronunciamiento correspondiente, motivos y fundamentos que no se controvirtieron expresamente, además por lo que hace a los requisitos que debía estudiar y valorar la demandada en la resolución impugnada se señalaron puntualmente tales requisitos y como se desahogó su cumplimiento por la autoridad, de ahí que los conceptos de impugnación en estudio se consideren inoperantes, pues el estudio de los mismos no conlleva a analizar la fundamentación y motivación expresada por la demandada, en virtud de que únicamente expresan inconformidad con lo establecido en la resolución impugnada sin precisar los puntos en que se sostiene que es ilegal dicha resolución.
A mayor abundamiento, si en la resolución impugnada la autoridad demandada en su plan de reparación integral resolvió conforme a sus facultades lo conducente sobre las medidas de restitución, rehabilitación, compensación satisfacción y no repetición, el hoy demandante debió controvertir la fundamentación y motivación en ella expresada para desvirtuar la legalidad de la misma, y no solo limitarse a señalar que se encontraba inconforme con ella en alguno de los aspectos que abordó.
Es aplicable de conformidad con el artículo 217 de la Ley de Amparo, la Jurisprudencia 2a./J. 108/2012 (10a.), emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:
Época: Décima

Registro: 2001825 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 3 

Materia(s): Común 

Tesis: 2a./J. 108/2012 (10a.) 

Página: 1326 

“AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE SE SUSTENTAN EN PREMISAS FALSAS. Los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su análisis y calificación, pues al partir de una suposición que no resultó verdadera, su conclusión resulta ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida.”

Tesis de jurisprudencia 108/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintinueve de agosto de dos mil doce.”

En el mismo sentido, cobra aplicación, la Jurisprudencia del tenor siguiente:

Época: Décima Época 

Registro: 2008226 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

Libro 14, Enero de 2015, Tomo II 

Materia(s): Común 

Tesis: XVII.1o.C.T. J/5 (10a.) 

Página: 1605 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE TIENEN COMO SUSTENTO UN POSTULADO NO VERÍDICO [APLICACIÓN ANALÓGICA DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 108/2012 (10a.)]. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia en cita, determinó que los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su estudio pues, al partir de una suposición no verdadera, su conclusión es ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida; principio que aplica a los conceptos de violación cuyo sustento es un postulado que resultó no verídico; de ahí que sea ocioso su análisis y, por ende, merecen el calificativo de inoperantes.”
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.
Amparo directo 39/2014. Leoni Cable, S.A. de C.V. 15 de mayo de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Amador Muñoz Torres, secretario de tribunal autorizado para desempeñar las funciones de Magistrado, en términos del artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con el diverso 40, fracción V, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reglamenta la organización y funcionamiento del propio Consejo. Secretaria: Myrna Grisselle Chan Muñoz.
Amparo directo 607/2014. Joel Armando Estrada Morales. 2 de octubre de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Gerardo Torres García. Secretario: Dante Orlando Delgado Carrizales. 

Amparo directo 711/2014. Rogelio Reza Valenzuela. 16 de octubre de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: María del Carmen Cordero Martínez. Secretario: Carlos Martín Hernández Carlos.

Amparo directo 688/2014. Ivonne Elizabeth Torres Ramírez. 23 de octubre de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: María del Carmen Cordero Martínez. Secretaria: Grisselle Chan Muñoz.
Amparo directo 693/2014. 23 de octubre de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Manuel Armando Juárez Morales. Secretario: Ismael Romero Sagarnaga.
Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 108/2012 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIII, Tomo 3, octubre de 2012, página 1326, con el rubro: "AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE SE SUSTENTAN EN PREMISAS FALSAS."

Esta tesis se publicó el viernes 16 de enero de 2015 a las 9:00 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de enero de 2015, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
Asimismo, a consideración de esta Sala Unitaria se califican de inoperantes aquellas manifestaciones que realizó el actor del presente juicio fuera del apartado de conceptos de impugnación de la demanda y las formuladas en el escrito presentado en la oficialía de partes de este Tribunal el veinticuatro de agosto de dos mil dieciocho, bajo las mismas consideraciones realizadas en el texto de la presente sentencia, aunado a que en ellos no se ataca de forma alguna las consideraciones de la resolución impugnada.
Asimismo cobran aplicación por analogía a todo lo expuesto, las Jurisprudencias Nos. I.6o.C. J/15, IV.3o.C. J/1 y V.2o. J/1, sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado del Quinto Circuito, Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito y por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, visibles en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomos XII, XXI y I; Julio 2000, Junio 2005 y Abril 1995; Páginas 621, 655 y 70, respectivamente; que establecen:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES, CUANDO NO ATACAN LAS CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA IMPUGNADA. Los conceptos de violación resultan inoperantes si los argumentos que aduce la quejosa no atacan las consideraciones de la sentencia impugnada.”

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. SON AQUELLOS QUE ATACAN CONSIDERACIONES AJENAS A LA LITIS CONSTITUCIONAL. De la correcta interpretación sistemática de los artículos 76 bis, 77, 78, 158, 163 y 190 de la Ley de Amparo, en relación con el principio procesal de congruencia que debe observarse en toda resolución jurisdiccional, se advierte que la litis constitucional en el juicio de amparo directo se integra, por regla general, con la demanda de garantías y el informe justificado que rinda la autoridad responsable; por tanto, para que en la ejecutoria que emita el Tribunal Colegiado se observe tal principio, deberá acotar su decisión a lo que constituya la materia de la litis en el juicio uniinstancial, esto es, deberá existir identidad jurídica entre lo resuelto por el tribunal y lo que es materia de la controversia en el juicio de amparo, entendida ésta como las cuestiones de hecho y de derecho que se deben ponderar para decidir si el acto reclamado resulta o no violatorio de garantías constitucionales; en esa virtud, si el juicio de garantías se admite respecto de una sentencia definitiva pronunciada en segunda instancia y el quejoso en la demanda de amparo formula conceptos de violación dirigidos a combatir el fallo de primer grado, procede calificarlos de inoperantes por no cuestionar las consideraciones que invoque el tribunal ad quem para emitir aquélla, pues de no interpretarse así, se llegaría al absurdo de que el órgano jurisdiccional federal se pronunciara sobre cuestiones que no formen parte de la contienda constitucional, lo que indefectiblemente traería como consecuencia que se pronuncie una sentencia violatoria del citado principio.”

“CONCEPTOS DE VIOLACION INOPERANTES. Son aquellos en que no se atacan jurídicamente los razonamientos que la responsable esgrimió para fundar la resolución reclamada, por lo que el tribunal de amparo no está en aptitud de estudiar la constitucionalidad o inconstitucionalidad de dicha resolución, pues de hacerlo, supliría la deficiencia de la queja, cuando no está autorizada tal suplencia por el artículo 76 bis de la Ley de Amparo.”

En atención a lo anterior, ante lo inoperante de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora, y toda vez que no logró desvirtuar la presunción de legalidad de que goza la resolución impugnada prevista en el párrafo segundo del artículo 248 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; a juicio del Magistrado Titular de esta Sala Unitaria resulta procedente reconocer la LEGALIDAD y VALIDEZ de la resolución impugnada consistente en la resolución emitida el tres de mayo de dos mil dieciocho, por la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí, en el expediente ***********.
Por lo expuesto y fundado, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción XVIII, 9º fracción III y 28 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y de los numerales 248, 249, 250 fracción II, y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, es de resolverse:
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Ha resultado infundada la causal de improcedencia y sobreseimiento hecha valer por la autoridad demandada, por lo que no se sobresee el presente juicio. 

TERCERO.- La parte actora no acreditó su acción y en consecuencia se reconoce la LEGALIDAD y VALIDEZ de la resolución impugnada, por las razones expuestas en el considerando sexto de la presente resolución.

CUARTO.- Notifíquese.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.- 
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”.
